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El Tribunal de Justicia anula la sentencia del Tribunal General sobre el «sistema 
español de arrendamiento fiscal» 

El Tribunal General había anulado la Decisión de la Comisión según la cual este régimen 
constituía una ayuda de Estado ilegal 

A partir de mayo de 2006, la Comisión recibió varias denuncias contra el denominado «sistema 
español de arrendamiento fiscal» («SEAF»). En esas denuncias se afirmaba que este sistema 
permitía que las compañías navieras obtuvieran unos descuentos de entre un 20 % y un 30 % al 
adquirir buques construidos por astilleros españoles, en detrimento de las ventas de los astilleros 
de otros Estados miembros. 

El SEAF se basaba en una estructura jurídica y financiera ad hoc organizada por un banco, que 
actuaba como intermediario entre una compañía naviera (comprador) y un astillero (vendedor). El 
banco hacía intervenir en la venta del buque a una sociedad de arrendamiento financiero (leasing) 
y a una agrupación de interés económico (AIE) constituida por el banco. Este último vendía a 
inversores participaciones de la AIE, que tomaba en arrendamiento el buque de la sociedad de 
arrendamiento financiero desde el inicio de su construcción, para arrendarlo posteriormente a la 
compañía naviera mediante un contrato de fletamento a casco desnudo. La finalidad de este 
montaje era generar ventajas fiscales en favor de los inversores agrupados en la AIE y trasladar 
parte de estas ventajas (entre el 85 % y el 90 %) a la compañía naviera en forma de un descuento 
sobre el precio del buque, mientras que los inversores conservaban los demás beneficios fiscales 
como rendimiento de su inversión (un 10 %-15 %). Las ventajas eran el resultado de cinco 
medidas fiscales, aplicables a los contratos de arrendamiento financiero (amortización acelerada y 
―con autorización previa― amortización anticipada de determinados bienes), a las AIE 
(transparencia fiscal) y a las actividades marítimas (régimen especial de tributación por tonelaje). 

Mediante Decisión de 17 de julio de 2013, 1 la Comisión estimó que tres de las cinco medidas 
fiscales examinadas constituían una ayuda de Estado a las AIE y a sus inversores, ejecutada 
ilegalmente por España desde el 1 de enero de 2002. 2 La ayuda fue declarada parcialmente 
incompatible con el mercado interior. Por respeto al principio de seguridad jurídica, la Comisión 
sólo exigió que se recuperase la ayuda concedida a determinadas operaciones. Esta recuperación 
se ordenó únicamente de los inversores, sin que estos beneficiarios pudieran transferir a otras 
personas la carga de la recuperación de la ayuda. 

                                                 
1
 Decisión 2014/200/UE de la Comisión, de 17 de julio de 2013, relativa a la ayuda estatal SA.21233 C/11 (ex NN/11, ex 

CP n.º 137/06) ejecutada por España — Régimen fiscal aplicable a determinados acuerdos de arrendamiento financiero, 
también conocidos como Sistema español de arrendamiento fiscal (DO 2014, L 114, p. 1) (véase el comunicado 
IP-13-706 de la Comisión). 
2
 España modificó algunas disposiciones fiscales aplicables al SEAF en 2012, antes de que se adoptara la Decisión de 

la Comisión de 17 de julio de 2013. A la vista de las modificaciones introducidas, la Comisión estimó que las nuevas 
normas no constituían una ayuda de Estado en su Decisión de 20 de noviembre de 2012 sobre la ayuda estatal 
SA.34736 (12/N), referente a la aplicación por el Reino de España de un sistema fiscal que permite la amortización 
anticipada de determinados activos adquiridos mediante un contrato de leasing (DO 2012 C 384, p. 1) (véase el 
comunicado IP-12-1241 de la Comisión). El Tribunal General de la Unión Europea desestimó un recurso contra esta 
Decisión en su sentencia de 9 de diciembre de 2014, Netherlands Maritime Technology Association/Comisión 
(T-140/13). Esta sentencia fue objeto de un recurso de casación que fue desestimado por el Tribunal de Justicia (asunto 
C-100/15 P, Netherlands Maritime Technology Association/Comisión). 
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España, Lico Leasing (establecimiento financiero que invirtió en un cierto número de AIE que 
participaron en el SEAF) y Pequeños y Medianos Astilleros Sociedad de Reconversión (sociedad 
que coopera con los astilleros pequeños y medianos para la adecuada consecución de sus fines 
industriales) solicitaron al Tribunal General de la Unión Europea que anulase esta Decisión de la 
Comisión. 3 Mediante sentencia de 17 de diciembre de 2015, 4 el Tribunal General anuló dicha 
Decisión. La Comisión solicitó entonces al Tribunal de Justicia la anulación de la sentencia del 
Tribunal General. 5 

Mediante su sentencia dictada hoy el Tribunal de Justicia anula la sentencia del Tribunal 
General y ordena devolver el asunto a este último Tribunal. 

El Tribunal de Justicia indica, en primer lugar, que el Tribunal General aplicó erróneamente el 
artículo 107 TFUE, apartado 1, sobre las ayudas de Estado prohibidas. En efecto, el Tribunal 
General concluyó que las AIE no podían ser las beneficiarias de una ayuda de Estado por el único 
motivo de que, debido a la transparencia fiscal de estas agrupaciones, eran los inversores, y no 
las AIE, quienes se habían beneficiado de las ventajas fiscales y económicas derivadas de las 
medidas fiscales en cuestión. Ahora bien, dado que las AIE ejercían una actividad económica, 
constituían empresas en el sentido del artículo 107 TFUE, apartado 1. Eran las AIE quienes, por 
una parte, solicitaban a la administración tributaria que se les concediera la amortización 
anticipada de activos arrendados, y era a ellas a quienes se les concedía dicho beneficio y, por 
otra parte, eran las AIE quienes renunciaban al régimen ordinario del impuesto sobre sociedades y 
optaban por el régimen de tributación por tonelaje. También eran las AIE quienes conseguían las 
ventajas fiscales en dos fases, mediante la combinación de las medidas fiscales en cuestión. Si 
bien es cierto que las ventajas económicas resultantes se transferían íntegramente a los socios de 
las AIE, no lo es menos que las medidas fiscales controvertidas se aplicaban a las AIE y que éstas 
eran las beneficiarias directas de las ventajas derivadas de dichas medidas. Estas ventajas 
favorecían la actividad de adquisición de buques mediante contratos de arrendamiento, 
concretamente con vistas a su fletamento a casco desnudo y su posterior reventa, actividad que 
ejercían las AIE. Al descartar que las AIE pudieran ser las beneficiarias de ayudas de Estado 
atendiendo únicamente a su forma jurídica y a las normas relativas a la tributación de los 
beneficios vinculados a éstas, el Tribunal General no tuvo en cuenta la jurisprudencia según la 
cual la calificación de una medida como «ayuda de Estado» no puede depender del estatuto 
jurídico de las empresas afectadas ni de las técnicas utilizadas. 

El Tribunal de Justicia señala que el análisis llevado a cabo por el Tribunal General en su 
sentencia se basa en la premisa errónea de que sólo los inversores, y no las AIE, podían 
considerarse beneficiarios de las ventajas derivadas de las medidas fiscales controvertidas. Por 
consiguiente, el requisito relativo a la selectividad se examinó erróneamente con respecto a los 
inversores, y no con respecto a las AIE. Además, en su examen de este requisito, el Tribunal 
General se basó también en dos sentencias que había dictado el 7 de noviembre de 2014 
(asuntos Banco Santander y Santusa/Comisión y Autogrill España/Comisión), 6 que el Tribunal de 
Justicia anuló posteriormente mediante sentencia de 21 de diciembre de 2016. 7 Por tanto, el 
Tribunal General cometió un error de Derecho al considerar que las ventajas obtenidas por los 
inversores que participaron en las operaciones del SEAF no podían considerarse selectivas por el 
hecho de que podía participar en ellas, en las mismas condiciones, cualquier empresa sin 
distinción, sin haber averiguado si la Comisión había demostrado que, debido a sus efectos 
concretos, las medidas fiscales controvertidas establecían un tratamiento diferenciado entre 
operadores, cuando los operadores que se beneficiaban de las ventajas fiscales y los que estaban 
excluidos de las mismas se encontraban en una situación fáctica y jurídica comparable en relación 
con el objetivo perseguido por dicho régimen fiscal. 

                                                 
3
 Existen en total otros 63 asuntos pendientes ante el Tribunal General contra esta Decisión de la Comisión. 

4
 Sentencia de 17 de diciembre de 2015, España/Comisión y Lico Leasing, S.A., y Pequeños y Medianos Astilleros 

Sociedad de Reconversión, S.A./Comisión (asuntos acumulados T-515/13 y T-719/13; véase el CP n.º 150/15). 
5
 34 entidades de crédito, sociedades y compañías navieras españolas han intervenido en el recurso de casación. 

6
 Sentencias del Tribunal General de 7 de noviembre de 2014 (asuntos Banco Santander y Santusa/Comisión 

(T-399/11) y Autogrill España/Comisión T-219/10; véase también el CP n.º 145/14). 
7
 Sentencia de Tribunal de Justicia de 21 de diciembre de 2016, Comisión/World Duty Free Group y otros (asuntos 

acumulados C-20/15 P y C-21/15 P, véase también el CP n.º 139/16). Los asuntos fueron devueltos al Tribunal General. 
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Por último, el Tribunal de Justicia declara que, al contrario de lo que consideró el Tribunal General, 
la Decisión de la Comisión no adolece de falta de motivación ni de motivación contradictoria. 

 

NOTA: Contra las sentencias y autos del Tribunal General puede interponerse un recurso de casación, 
limitado a las cuestiones de Derecho, ante el Tribunal de Justicia. En principio, el recurso de casación no 
tiene efecto suspensivo. Cuando el recurso de casación sea admisible y fundado, el Tribunal de Justicia 
anulará la resolución del Tribunal General. En el caso de que el asunto esté listo para ser juzgado, el 
Tribunal de Justicia podrá resolver él mismo definitivamente el litigio. En caso contrario, el Tribunal de 
Justicia devolverá el asunto al Tribunal General, que estará vinculado por la resolución adoptada en 
casación por el Tribunal de Justicia. 

 

Documento no oficial, destinado a los medios de comunicación y que no vincula al Tribunal de Justicia. 
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